
 
 

 
 
 

**********1 
VS. 

JUNTA DIRECTIVA DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL 
GOBIERNO Y MUNICIPIOS 
DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA. 
EXPEDIENTE 159/2023 JP 
P R I N C I P A L  

 
Mexicali, Baja California, a uno de marzo de dos mil 

veinticuatro. 
 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA que decreta el sobreseimiento del 

presente juicio con fundamento en la causal de sobreseimiento prevista 
en la fracción IV del artículo 55 de la Ley del Tribunal, en razón de que 
la pretensión del demandante fue satisfecha por la autoridad 
demandada. 

 
GLOSARIO: 

 

Ley del Tribunal 
Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. 

Ley del ISSSTECALI 

Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales para los 
Trabajadores del Gobierno y 
Municipios del Estado de Baja 
California, vigente al veintisiete de 
abril de dos mil veintiuno (fecha de la 
solicitud de pensión). 

ISSSTECALI 

Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales para los Trabajadores del 
Gobierno y Municipios del Estado de 
Baja California. 

 
Antecedentes: 

 

1.- El veintisiete de abril de dos mil veintiuno la parte actora 
presentó solicitud de pensión por jubilación ante el Departamento de 
Gestión de Pensiones y Jubilaciones del ISSSTECALI (entre otras 
departamentos del referido instituto).  

 
2.- El diecinueve de mayo de dos mil veintitrés la parte 

actora interpuso demanda contra la negativa ficta recaída a su 
solicitud de pensión por jubilación, la cual fue admitida, mediante 
proveído de veintidós de mayo siguiente, teniéndose como autoridad 
demandada a la Junta Directiva del ISSSTECALI. 



 
 

 
 
 

 
3.- Se emplazó a la autoridad demandada, la cual al 

contestar hizo valer causales de improcedencia y sostuvo la legalidad 
de la negativa combatida. 

 
4.- Finalmente, el veintinueve de febrero de dos mil 

veinticuatro se tuvo por cerrada la instrucción conforme a lo dispuesto 
por el artículo 76 de la Ley del Tribunal, por lo que se procede a dictar 
la resolución correspondiente.  
 

C O N S I D E R A N D O 
 
PRIMERO. Competencia.  
 
Este Juzgado Primero es competente para resolver el presente 

juicio, en virtud de que la resolución emana de una autoridad estatal 
(ISSSTECALI) y versa sobre una pensión, así como por la ubicación del 
domicilio señalado por la parte actora, el cual se encuentra en la 
circunscripción territorial de este Juzgado, lo anterior, de conformidad 
con lo dispuesto por los artículos 1 y 26, fracción III y párrafo último, así 
como 62, párrafo cuarto de la Ley del Tribunal. 

 
Son infundados los argumentos mediante los cuales la 

autoridad demandada denuncia la incompetencia de este Tribunal 
alegando que la parte actora tiene el carácter de trabajador activo y, 
por ende, que el competente es el Tribunal de Arbitraje del Estado, 
dado que, contrario a su sentir, la fracción III del artículo 26 de la Ley 
del Tribunal otorga competencia para conocer de los asuntos que 
versen sobre pensiones a cargo del ISSSTECALI, sin distinguir aquellos en 
los que el solicitante tenga el carácter de trabajador o cuando ya se 
reconozca como pensionado, puesto que la relación existente entre un 
asegurado y el instituto asegurador no es de carácter laboral sino 
administrativo, independientemente de que la ley de la materia 
establezca que el disfrute a la pensión está condicionado a que 
previamente el trabajador haya finiquitado la relación laboral que lo 
unía con el Estado empleador. 

 
Es por ello que al demandarse en el presente juicio una 

resolución negativa ficta atribuible a la Junta Directiva del ISSSTECALI, 
mediante la cual se entiende negado el derecho a la pensión por 
jubilación, este Juzgado asume la competencia, en términos de lo 
dispuesto por los artículos 1 y 26, fracción III, de la Ley del Tribunal. 

 
Los citados preceptos legales establecen lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 1. El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 
California es un órgano constitucional autónomo, independiente de 
cualquier autoridad, dotado de plena autonomía jurisdiccional, 



 
 

 
 
 

administrativa y de gestión presupuestal, e imperio suficiente para 
hacer cumplir sus resoluciones. 

 
El Tribunal tendrá a su cargo, dirimir las controversias de carácter 

administrativo y fiscal que se susciten entre la Administración Pública del 
Estado, los Municipios, Entidades Paraestatales, Paramunicipales y los 
particulares; así como entre el fisco estatal y los fiscos municipales, 
sobre preferencias en el cobro de créditos fiscales.” 

 
“ARTÍCULO 26. Los Juzgados de Primera Instancia del Tribunal son 

competentes para conocer de los juicios que se promuevan contra los 
actos o resoluciones definitivas siguientes: 

 
[...] 
 
III. Los que versen sobre pensiones y jubilaciones a cargo del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del 
Estado y Municipios de Baja California;” 

 

En el caso, se surte el citado supuesto de competencia, en 
razón de que la materia es de naturaleza administrativa; lo anterior, 
atendiendo a que, conforme a lo dispuesto por la ley que rige al 
instituto asegurador, la relación jurídica que se entabla entre los 
órganos del Estado facultados para resolver sobre la solicitud de 
pensión por jubilación y el particular solicitante es de supra a 
subordinación, por ende, de naturaleza administrativa, de ahí que se 
surta la competencia de este Tribunal. 

 
Sobre el tema, la citada Ley delISSSTECALI, vigente en la 

época en que se presentó la solicitud de jubilación, establece lo 
siguiente: 

 

“ARTÍCULO 58.- El derecho a jubilación y a las pensiones por retiro 
de edad y tiempo de servicio, invalidez o muerte, nace cuando el 
trabajador o sus familiares derechohabientes, se encuentren en los 
supuestos consignados en esta Ley, y hasta que cumplan con los 
requisitos que la misma señala. 

 
El Instituto deberá resolver la solicitud de pensión en un plazo no 

mayor de quince días, a partir de la fecha en que quede integrado el 
expediente. Dentro de los quince días inmediatos siguientes, el Oficial 
Mayor de Gobierno, o quien tenga esa facultad en el Poder Judicial, 
Poder Legislativo, Municipios y los organismos públicos incorporados al 
régimen que esta Ley establece, revisará y resolverá en definitiva 
acerca de la solicitud de que se trata, para los efectos que expresa la 
primera parte del artículo 117 de esta Ley.” 

 
“ARTÍCULO 60.- Cuando un trabajador a quien se haya otorgado 

una pensión, siga en servicio sin haberla disfrutado, podrá renunciar a 
ella y obtener otra de acuerdo con las cuotas aportadas y el tiempo de 
servicios prestados con posterioridad.” 

 



 
 

 
 
 

“ARTÍCULO 63.- El Instituto podrá ordenar en cualquier tiempo, la 
verificación de la autenticidad de los documentos y la justificación de 
los hechos que hayan servido de base para conceder una pensión. 

 
Cuando exista sospecha de falsedad de documentación, el 

Instituto, con audiencia del interesado, procederá a la respectiva 
revisión y de comprobar la falsedad ordenará la suspensión del pago 
de la misma y su cancelación, debiendo presentar formal denuncia de 
los hechos ante la autoridad competente, para los efectos que 
procedan.” 

 
“ARTÍCULO 67.- Tienen derecho a la jubilación los trabajadores 

que tengan como mínimo 60 años de edad y 30 años de servicio e 
igual tiempo de contribución al Instituto, en los términos de esta Ley; las 
leyes que regulan a los trabajadores que se señalan en las fracciones I y 
II, Apartado B, del artículo 99 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Baja California, sin perjuicio de lo anterior, podrán prever 
edad diversa. 

 
La jubilación dará derecho al pago de una cantidad 

equivalente al 100% del salario regulador definido en el artículo 72 y su 
percepción comenzará a partir del día siguiente a aquel en que el 
trabajador hubiese disfrutado el último sueldo por haber causado baja. 

 
Sin embargo, los trabajadores que habiendo cumplido con los 

requisitos de jubilación y así lo deseen, podrán seguir laborando y 
recibirán del Estado, Municipios u organismo público incorporado al 
que presten el servicio, un estímulo a la permanencia consistente en un 
incremento porcentual a su salario base de cotización, de acuerdo a la 
siguiente tabla: 

 
AÑO  PORCENTAJE 
 
1  11% 
2  12% 
3  13% 
4  14% 
5  15% 
6  16% 
7  17% 
8  18% 
9  19% 
10  20% 
 
Para la procedencia de dicho estímulo, será requisito necesario 

que se recabe la anuencia y autorización expresa del Estado, 
Municipio u organismo público incorporado donde labore el 
trabajador. En ningún caso podrá excederse el porcentaje de estímulo 
más allá del 20% del salario base de cotización. 

 
Este estímulo no formará parte del salario del trabajador y, por lo 

tanto, no se tomará en cuenta para integrar el monto de la jubilación.” 
 
“ARTÍCULO 113.- Corresponde a la Junta Directiva: 
[...] 
IV.- Conceder, negar, suspender, modificar y revocar las 

jubilaciones y pensiones en los términos de esta Ley; (...)” 



 
 

 
 
 

 
“ARTÍCULO 117.- Los acuerdos de la Junta Directiva por los cuales 

se concedan, niegue, modifiquen, suspendan o revoquen las 
Jubilaciones y Pensiones a que esta Ley se refiere, serán sancionados 
por el Ejecutivo del Estado para que puedan ser ejecutados. 

 
Las demás resoluciones de la Junta Directiva que afecten 

intereses particulares, podrán recurrirse ante la misma dentro de los 
quince días siguientes, quien resolverá en los términos de las 
disposiciones de la Ley del Procedimiento para los Actos Administrativos 
de la Administración Pública del Estado de Baja California.” 

 

De los transcritos preceptos legales se deduce lo siguiente: 
 
1.- La Ley confiere a determinados órganos del Estado la 

facultad para decidir respecto a la pensión por jubilación que soliciten 
los interesados. 

 
2.- Es indudable que se trata de potestades irrenunciables, al 

ser pública la fuente de la que derivan que es, precisamente, la ley. 
 
3.- Al resolver sobre la solicitud de pensión por jubilación 

planteada por los interesados, se impone la voluntad unilateral de los 
órganos del Estado, puesto que no se requiere del consenso del 
particular ni de la intervención de los órganos jurisdiccionales. Baste 
para ello examinar la ley de la materia y, específicamente, el numeral 
en donde se dota de la potestad respectiva a la Junta Directiva para 
resolver sobre las pensiones. 

 
4.- Esta clase de decisiones es indudable que afecta la esfera 

jurídica del particular en tanto que, conforme a las disposiciones legales 
transcritas, la resolución que recaiga a la petición de la pensión por 
jubilación (expresa o ficto) implica el reconocimiento del derecho a 
obtener dicha pensión, previsto por la ley a favor de los trabajadores 
con treinta años o más de servicios e igual tiempo de cotización al 
instituto asegurador. 

 

Las características antes anotadas configuran una relación 
de supra a subordinación entre los órganos del Estado facultados para 
resolver sobre la solicitud de pensión y el trabajador solicitante, por 
ende, de naturaleza administrativa y de la competencia de este 
Tribunal, conforme a lo dispuesto por los 1 y 26, fracción III, de la Ley del 
Tribunal. 

 
Sirve de apoyo a lo expuesto la siguiente jurisprudencia 2a./J. 

111/2005 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación con número de registro 177279, consultable en la página 326 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente 
al mes de septiembre de dos mil cinco, tomo XXII, de rubro y texto 
siguientes. 



 
 

 
 
 

 
“INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO. LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 
DICTADAS POR AQUÉL O POR SUS ÓRGANOS DEPENDIENTES, QUE 
CONCEDAN, NIEGUEN, REVOQUEN, SUSPENDAN, MODIFIQUEN O 
REDUZCAN LAS PENSIONES, SON ACTOS DE AUTORIDAD 
IMPUGNABLES A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, PREVIAMENTE AL AMPARO, SALVO QUE SE 
ACTUALICE ALGUNA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. 
Conforme a los artículos 51, antepenúltimo y último párrafos, de la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado y 46, fracción II, del Estatuto Orgánico del 
propio Instituto, éste está facultado legalmente para conceder, 
negar, suspender, modificar o revocar las pensiones; resoluciones 
que constituyen actos de autoridad en tanto que afectan en forma 
unilateral la esfera jurídica del particular sin necesidad de contar 
con su consenso o de acudir previamente a los tribunales. Por 
tanto, en términos del artículo 83 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, tales actos son impugnables 
optativamente a través del recurso de revisión o por medio del 
juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, previamente al juicio de garantías, acorde 
con el precepto 11, fracción VI, de la Ley Orgánica del Tribunal 
citado, con la salvedad de que no habrá obligación de agotar el 
juicio ordinario indicado cuando se actualice alguna excepción al 
principio de definitividad previsto en la fracción XV del artículo 73 
de la Ley de Amparo. En esta tesitura, se concluye que debe 
abandonarse parcialmente el criterio establecido en la tesis 2a. 
XLVII/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, mayo de 2001, página 454, 
con el rubro: "INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 
LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. PARA DETERMINAR CUÁL ES EL 
ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE DEBE CONOCER DE LOS JUICIOS 
LABORALES EN LOS QUE SE RECLAME EL PAGO DE PRESTACIONES DE 
SEGURIDAD SOCIAL A ESE ORGANISMO, DEBE ATENDERSE AL 
RÉGIMEN CONSTITUCIONAL QUE RIGE EL VÍNCULO LABORAL DEL 
QUE ÉSTAS DERIVAN.", para establecer que no es aplicable en los 
casos en que únicamente se demanden al referido Instituto las 
resoluciones (órdenes) mediante las cuales haya concedido, 
negado, suspendido, revocado, modificado o reducido la pensión 
respectiva.” 
 

Asimismo, es ilustrativo al respecto el criterio sostenido por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 71/98, consultable en la 
página 50 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta IX, de 
marzo de 1999, en la parte que interesa establece lo siguiente: 

 
“De lo reproducido precedentemente se desprende que la 

actual integración de esta Suprema Corte estima que se trata de una 
autoridad para efectos del amparo la que emite actos unilaterales a 
través de los cuales crea, modifica o extingue por sí o ante sí, 
situaciones jurídicas que afectan la esfera legal de los gobernados, sin 
la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni del consenso de la 
voluntad del afectado. Esto es, autoridad es la que ejerce facultades 
decisorias que le están atribuidas en la ley y que por ende constituyen 
una potestad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser de 
naturaleza pública la fuente de tal potestad, abandonando el criterio 



 
 

 
 
 

tradicional de disponibilidad de la fuerza pública como distintivo del 
concepto que se analiza. 

 
Aunado a lo anteriormente expuesto, esta Sala estima que el 

concepto de autoridad responsable está dado, en primer lugar, por 
exclusión de los actos de particulares, tal como se expuso al principio 
del presente considerando. En efecto, la naturaleza, antecedentes y 
evolución del juicio de amparo apuntan a sostener que éste es 
improcedente contra actos de particulares, de lo que se sigue, 
haciendo una interpretación en sentido contrario, que para analizar la 
procedencia del juicio debe atenderse a que si el acto reclamado no 
es de particulares, el juicio será procedente. Lo expuesto anteriormente 
revela que debe atenderse a la clasificación que la Teoría General del 
Derecho hace de las relaciones jurídicas de coordinación, supra a 
subordinación y supraordinación. Las primeras corresponden a las 
entabladas entre particulares y para dirimir sus controversias se crean 
en la legislación los procedimientos ordinarios necesarios para 
ventilarlas, dentro de este tipo de relaciones se encuentran las que se 
regulan por el derecho civil, mercantil y laboral. La nota distintiva de 
este tipo de relaciones es que las partes involucradas deben acudir a 
los tribunales ordinarios para que coactivamente se impongan las 
consecuencias jurídicas establecidas por ellas o contemplada por la 
ley, estando ambas en el mismo nivel, existiendo una bilateralidad en el 
funcionamiento de las relaciones de coordinación. Las relaciones de 
supra a subordinación son las que se entablan entre gobernantes y 
gobernados y se regulan por el derecho público que también 
establece los procedimientos para ventilar los conflictos que se susciten 
por la actuación de los órganos del Estado, entre ellos destaca el 
contencioso administrativo y los mecanismos de defensa de los 
derechos humanos. Este tipo de relaciones se caracterizan por la 
unilateralidad y, por ello, la Constitución establece una serie de 
garantías individuales como limitaciones al actuar de gobernante, ya 
que el órgano del Estado impone su voluntad sin necesidad de acudir a 
los tribunales. Finalmente, las relaciones de supraordinación son las que 
se establecen entre los órganos del propio Estado. 

 
Para definir el concepto de autoridad responsable cabe analizar 

si la relación jurídica que se somete a la decisión de los órganos 
jurisdiccionales de amparo se ubica dentro de las denominadas de 
supra a subordinación, debe partirse del supuesto de que el 
promovente debe tener el carácter de gobernado, para lo cual resulta 
en la práctica más sencillo analizar, en primer lugar, si se trata de una 
relación de coordinación, la que por su propia naturaleza debe tener 
un procedimiento claramente establecido para ventilar cualquier 
controversia que se suscite, por ejemplo un juicio civil, mercantil o 
laboral. De no contemplarse este procedimiento, y siendo el 
promovente un gobernado, debe llegarse a la conclusión de que se 
trata de una relación de supra a subordinación, existiendo entonces 
una autoridad responsable.” 

 

En conclusión, el artículo 26, fracción III, de la Ley del Tribunal 
no hace la distinción que refiere la demandanda, en el sentido de que 
el Tribunal será competente para conocer de actos que versen sobre 
pensiones y jubilaciones una vez que el trabajador haya finiquitado la 
relación laboral que guarda con el ente patrón, y se explica porque el 
hecho de que subsista la relación laboral entre la parte actora y el 



 
 

 
 
 

Estado patrón no impide que se configure la diversa relación jurídica de 
supra a subordinación entre el actor y el instituto asegurador, con 
motivo de la petición que aquel les dirige para que se le otorgue la 
pensión que la ley contempla a su favor; por el contrario, de lo 
dispuesto por los artículos 60 y 67 de la ley que rige al instituto 
asegurador, antes transcritos, se aprecia que es posible que un 
trabajador siga en servicio aún cuando se le haya reconocido el 
derecho a la pensión y lo que la ley dispone al respecto es que el 
trabajador no podrá disfrutar de la pensión, sino hasta que haya 
causado baja. 

 

Por otra parte, las atribuciones que la ley de la materia 
confiere a los órganos del instituto asegurador para resolver de manera 
unilateral con efectos jurídicos particulares y directos, respecto a la 
pensión por jubilación, no se limita a los casos en que el trabajador 
cuente ya con el carácter de pensionado, sino que incluye el propio 
reconocimiento del derecho a obtener la pensión o su revocación, lo 
que se deduce de lo dispuesto por los artículos 58, 63 y 113, fracción IV, 
antes transcritos, de lo cual se sigue que la materia es administrativa y, 
por ende, de la competencia de este Tribunal, aún cuando subsista la 
relación laboral entre el particular solicitante de la pensión y el Estado 
patrón y aún cuando el particular no haya adquirido el carácter de 
pensionado. 

 

En las condiciones relatadas, es infundado que el reclamo de 
prestaciones laborales, como lo refiere la autoridad demandada, forme 
parte de la controversia administrativa propuesta por la parte actora, 
sino que únicamente implica que, en caso de que el particular cumpla 
con los requisitos legales para tener derecho a la jubilación, la 
autoridad administrativa deberá condicionar el disfrute de ese 
beneficio de seguridad social a que el trabajador finiquite su relación 
laboral por la vía y medios legales a su alcance. 

 

Sin que incida en lo antes resuelto el hecho de que el artículo 
14 de la Ley delISSSTECALI establezca que las controversias que surjan 
sobre la aplicación de dicha ley, así como todas aquellas en las que el 
Instituto tuviera el carácter de actor o demandado, serán competencia 
de los tribunales del Estado, en razón de que dicho precepto no otorga 
competencia al Tribunal de Arbitraje del Estado para conocer de las 
que versen sobre pensiones y jubilaciones. 

 
PROCEDENCIA 
 
Surgimiento de la hipótesis de sobreseimiento contenida en el 

artículo 55, fracción IV[Cuando la autoridad demandada haya 
satisfecho la pretensión del actor], de la Ley del Tribunal. 

 



 
 

 
 
 

El artículo 55, fracción IV, de la Ley del Tribunal, establece lo 
siguiente: 

 
“ARTÍCULO 55. Procede el sobreseimiento del juicio:: 
[…] 
IV. Cuando la autoridad demandada haya satisfecho la 

pretensión del actor;” 
 
De lo antes transcrito resulta evidente que si este Juzgado 

advierte que la autoridad demandada en el juicio contencioso 
satisface la pretensión a la que aduce tener derecho la parte actora, 
debe declararse el sobreseimiento del juicio. 

 
Tal y como se precisó previamente, en el presente asunto se 

tiene como acto impugnado: 
 
 La resolución negativa ficta recaída a la solicitud de 

pensión por jubilación presentada por la parte actora 
ante el Departamento de Gestión de Pensiones y 
Jubilaciones del ISSSTECALI el veintisiete de abril de dos mil 
veintiuno.  
 

De dicho acto la demandante reclama su nulidad 
argumentando que la negativa ficta le depara perjuicio al no 
conceder la pensión solicitada aun y cuando cumple con los requisitos 
previstos por la ley de la materia. 

 
Ahora bien, resulta importante destacar que obra en autos a 

fojas de la 116 a 120, la documental consistente en copia certificada 
del acuerdo **********2 emitido por la Junta Directiva del ISSSTECALI el 
veintisiete de julio de dos mil veintitrés mediante el cual concedió 
múltiples pensiones por jubilación y de retiro por edad y tiempo de 
servicio, así como pensiones por invalidez a diversos solicitantes, de los 
cuales se encuentra la parte actora en el presente juicio según el 
listado anexo a dicho acuerdo. 

 
El acuerdo emitido por la autoridad demandada antes 

referido en la parte de interés, dispone lo siguiente: 
 

“[…] ACUERDO  
**********2 
 

**********2 de Junta Directiva  
27 de julio de 2023 
 

Los Integrantes de la Junta Directiva del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y 
Municipios del Estado de Baja California, por sus siglas ISSSTECALI, 
conceden 98 (noventa y ocho) jubilaciones, pensión por invalidez y 



 
 

 
 
 

pensiones de retiro por edad y tiempo de servicio de MAGISTERIO, 
con efectos a partir del 1ro de septiembre de 2023, conforme al 
documento que se anexa y que forma parte integrante del 
presente acuerdo 

 

[...] 
 

N
o. 

A
FIL. 

NOMBRE TIPO 
DE TRÁMITE 

M
UNICIP
IO 

[
...] 

[
...] 

[...] [...] [
...] 

8
9 

*
*******
**3 

**********1 JUBILA
CIÓN 

M
EXICA
LI 

[
...] 

[
...] 

[...] [...] [
...] 

 

[...] " 
 
Con fundamento en los artículos 285, fracción III, 322, fracción 

V, 323, y 405 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 
Baja California, de aplicación supletoria al procedimiento contencioso 
administrativo, según los artículos 41 y 103 de la Ley del Tribunal, la 
prueba documental consistente en copia certificada del acuerdo 
**********2 emitido por la Junta Directiva del ISSSTECALI el veintisiete de 
julio de dos mil veintitrés cuenta con pleno valor probatorio pleno, para 
tener por demostrado lo siguiente: 

 

a) Que se concedió a **********1 (parte actora dentro del 
presente juicio) pensión por jubilación. 

 

Por lo antes expuesto es que se puede concluir que, al tener 
como resolución impugnada en el presente juicio la negativa ficta 
configurada respecto de la solicitud de pensión por jubilación 
presentada el veintisiete de abril de dos mil veintiuno por la parte 
actora, se ha satisfecho la pretensión a la que aduce tener derecho, 
esto es, la pensión por jubilación que solicitó el veintisiete de abril de 
dos mil veintiuno ante el Departamento de Gestión de Pensiones y 
Jubilaciones del ISSSTECALI. 

 
Documental con la cual se dio vista a la parte actora, sin que 

realizara manifestación alguna al respecto. 
 

Lo anterior trae como resultado la actualización de la causal 
sobreseimiento prevista en el artículo 55, fracción IV [IV. Cuando la 
autoridad demandada haya satisfecho la pretensión del actor;] de la 
Ley del Tribunal, por tanto, resulta innecesario el análisis de las diversas 
causales de improcedencia hechas valer por la autoridad 
demandada, puesto que independientemente su estudio en nada 



 
 

 
 
 

variaría el resultado de la presente resolución mediante la cual se 
acreditó la actualización de una causal de sobreseimiento. 

 

Consecuentemente, resulta procedente sobreseer del 
presente juicio contencioso administrativo y, con fundamento en lo 
dispuesto en el artículo 55, fracción IV de la Ley del Tribunal se: 

 

R E S U E L V E: 
 

ÚNICO.- Se sobresee el presente juicio contencioso 
administrativo. 

 

Notifíquese, por boletín jurisdiccional a las partes.  
 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario de 
Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa de Baja California, en funciones de Juez Titular por 
ministerio de Ley en términos de lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley 
del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, 
designado mediante Acuerdo de Pleno de ocho de junio de dos mil 
veintitrés; y firma ante la presencia de la Secretaria de Acuerdos, 
Mariela Ontiveros Ramírez, quien autoriza y da fe. 
 
RAGR/MOR/IATL 

 



 

 
 
 

1 
 
 
 
 
 
 
 
2 
 
 
 
 
 
 
 
3 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ELIMINADO:Nombre del actor en página 1 y 10 
Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 
XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 
primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 
contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 
identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 
conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 
y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO:Acuerdo y sesión celebrada por el  en página 9 y 10 
Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 
XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 
primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 
contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 
identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 
conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 
y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO:Afiliación en página 10 
Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 
XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 
primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 
contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 
identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 
conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 
y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  



 

 
 
 

LA SUSCRITA, 

JUZGADO PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: 

------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRE

DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DE FECHA

RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS 

Y/O CONFIDENCI

UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 

- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPAREN

INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 

60 Y DEMÁS APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO 

A LA INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL 

ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 

XV DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUN

BAJA CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 

MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO 

PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. 

LO QUE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

CIUDAD DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, A

VEINTICUATRO

 
 

, MARIELA ONTIVEROS RAMÍREZ, SECRETARI

JUZGADO PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA 

DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DE FECHA UNO DE MARZO

RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS 

Y/O CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA 

UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPAREN

INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 

Y DEMÁS APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO 

A LA INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL 

ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 

XV DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN 

MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO 

PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE 

ENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. 

LO QUE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

CIUDAD DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, ADOCE

VEINTICUATRO, DOY FE.—- 

, SECRETARIA DE ACUERDOS DEL 

JUZGADO PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

--------------------------------------------------------------------------------

SPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA 

UNO DE MARZO DE DOS MIL VEINTICUATRO, 

RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 159/2023 JP EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS 

ALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA 

UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 11 (ONCE) PAGINAS ÚTILES.-----

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 

Y DEMÁS APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO 

A LA INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL 

ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN 

AL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN 

MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO 

PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE 

ENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. 

LO QUE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

DOCE DE JULIO DE DOS MIL 


